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                                                                ACCIONANTE: JAIME GARCÍA ARBOLEDA VS. PROTECCIÓN S.A. Y OTRO  

ASUNTO: REVOCA – CONCEDE DERECHO DE PETICIÓN   


DERECHO DE PETICIÓN/ Indefinición del origen de la enfermedad, no es impedimento para que las aseguradoras de riesgos laborales contesten las solicitudes elevadas para obtener el pago de incapacidades 
“No desconoce este Tribunal que en el presente caso está pendiente que la Junta Nacional de Calificación dirima la impugnación presentada por  el señor García Arboleda en contra del dictamen del 9 de enero de 2014 emitido por  la Junta Regional de Calificación de Risaralda que conceptuó el origen de la enfermedad como común, pero lo que no puede admitir es que AFP Protección S.A. y la ARL Positiva Compañía de Seguros no hayan dado respuesta al accionante a sus peticiones (…) y que fueron recibidas por cada una de esa entidades el 24 de septiembre de 2015 por parte de Protección S.A. (…) y el 25 de septiembre de 2015 por Positiva Compañía de Seguros S.A. (…)”
Cita: Corte Constitucional, sentencias T-1219 de 2004 T-142 de 2012 T- 249 de 2001.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL
     M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira,  once (11) de abril  de dos mil dieciséis (2016)

Aprobado por Acta No.300
Hora: 3:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado judicial del señor Jame García Arboleda en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado  6º Penal del Circuito de Pereira. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El abogado César Augusto Agudelo Salazar informó que su poderdante, señor Jaime García Arboleda padece problemas de salud consistentes en hernia discal L5-S1 y hernia discal T12-L1, lo cual le ha generado incapacidades por 798 días, de los cuales 602 han sido de origen común y 196 de índole laboral.

Por lo anterior, el accionante ha reclamado ante la AFP Protección S.A. y la ARL Positiva el pago de las incapacidades adeudadas, pero en ambas entidades le han manifestado que hasta tanto no exista una calificación en firme de acuerdo al cuadro patológico que lo viene aquejando, sus prestaciones no serán canceladas.

Señaló que el señor García Arboleda fue calificado el 9 de enero de 2014 por parte de la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, la cual determinó que sus enfermedades de eran de origen común.  Dicho dictamen fue apelado, encontrándose pendiente la decisión de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, toda vez que el 8 de septiembre de 2014 devolvió el expediente a la Junta Regional de Calificación de Risaralda por haber incurrido ésta en un error al notificar el dictamen del 9 de enero de 2014, la que no sido subsanada.

Indicó que ninguna norma ni la jurisprudencia de la Corte Constitucional señalan que el pago de las incapacidades debe estar sujeto a la realización del proceso de calificación de la pérdida de calificación. 

Informó que el 23 de septiembre de 2015 se enviaron sendos derechos de petición a la AFP Protección S.A. y a la ARL Positiva solicitando la cancelación de cada una de las prestaciones adeudadas al accionante, sin que dichas entidades se hubieran pronunciado al respecto.  

Adujo que la situación de su mandante es precaria, toda vez que hace más de una año se encuentra sin sustento alguno, debiendo depender económicamente de amigos y familiares, además de tener pendientes préstamos con los que ha cubierto el pago de algunas necesidades mínimas. Por lo tanto, consideró que las entidades demandadas vulneraron el derecho al mínimo vital de su mandante.

2.2. El apoderado del accionante solicitó: i) que se tutele el derecho fundamental al mínimo vital de su mandante, ii) ordenar a la AFP Protección S.A. que se cancelen 602 días de incapacidad y las que se causen en adelante por origen común, y a la ARL Positiva que cancele 196 días de incapacidad y los que se causen en adelante por origen laboral y iii) que se ordene a las entidades a cumplir el fallo de tutela en los términos del artículo 27 del Decreto 2591 de 1991
2.3.  Adjuntó copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía a nombre del señor García Arboleda, ii) incapacidades médicas; iii) dictamen proferido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda; iv) recurso de apelación; v) fallo de tutela proferido el 19 de agosto de 2015 y  vi) copia de los de los derechos de petición enviados el 23 de septiembre de 2015 a las entidades accionadas (Fls. 10-68).
2.4. Mediante auto del 27 de noviembre de 2015 el juez de primera instancia avocó el conocimiento de la acción de tutela y corrió traslado de la misma a la AFP Protección S.A. y Positiva ARL (folio 71).

2.5.  El 9 de diciembre de 2015 el Juzgado 6º  Penal del Circuito de Pereira profirió sentencia de primera instancia en la que resolvió no tutelar los derechos invocados por el apoderado del señor Jaime García Arboleda por cuanto consideró que hasta tanto no se resuelva el recurso de apelación ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en contra de la calificación de origen de la enfermedad del accionante, que permita determinar cuál es la entidad que debe asumir el pago de las incapacidades médicas, la acción de tutela era improcedente por cuanto impedía al juez establecer si en este caso el amparo resultaba idóneo para obtener el pago de las acreencias laborales. (Fls. 90-93)

2.6. El 12 de diciembre de 2015 el doctor César Augusto Agudelo Salazar fue notificado del anterior fallo (folio 96) y el 14 de diciembre de 2015, presentó escrito mediante el cual reiteró que la acción de tutela es procedente por cuanto su mandante se le ha vulnerado el derecho fundamental al mínimo vital, de tal manera, que corresponde a la AFP y a la ARL demandadas cancelar las incapacidades  que se le han otorgado al señor García Arboleda (folio 97).

2.7.  Mediante sentencia de segunda instancia, este Tribunal el 3 de febrero de 2016 declaró la nulidad de lo actuado a partir del fallo calendado 9 de diciembre de 2015 con el fin de que el A quo procediera a vincular al trámite a las Juntas Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda y la Nacional de Calificación y a la EPS S.O.S. (Fls.  104-113).

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. ARL POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS. S.A.
Comenzó indicando que lo solicitado por el actor es improcedente por cuanto la entidad legitimada por activa, es el Fondo de Pensiones Protección, por las siguientes razones:

i) Las incapacidades objeto de la tutela han sido expedidas por el médico tratante, bajo el concepto de enfermedad general, obligación que es competencia directamente al SGSSS y más aún cuando el accionante ha obtenido la prestación asistencial de manera continua por parte de la EPS S.O.S. a la cual se encuentra afiliado, por tratarse de una enfermedad general.
ii) Revisados los Sistemas Operativos establecidos por la Compañía, se pudo corroborar que el señor Jaime García Arboleda, nunca ha radicado incapacidades ante Positiva.

iii) La enfermedad que padece el accionante de “HERNIA DISCAL L5- S1 Y HERNIA DISCAL T12-L1”, fue calificada de origen común por la Junta Regional de Risaralda; respecto de la cual, esa Compañía ha pagado los honorarios a favor de la Junta Nacional en aras de definir la controversia frente al origen; no obstante, se evidencia mediante oficio del 21 de agosto de 2014 que la Junta Regional no ha trasladado el expediente a la Junta Nacional.
Indicó que los dictámenes de las Juntas de Calificación tienen plena validez legal frente al Sistema General de Seguridad Social y son de obligatorio cumplimiento para las partes, y principalmente a favor del actor y según el artículo 44 del Decreto 1352 de 2013 las controversias que se susciten en relación con los dictámenes emitidos en firme por las Juntas de Calificación de Invalidez, serán dirimidas por la justicia laboral ordinaria, cuando los mismos se encuentren en firme.
Por lo anterior, consideró que esa aseguradora no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante, toda vez que ha actuado conforme al ordenamiento jurídico y en tal sentido. En tal sentido, solicitó: i) declarar improcedente la presente Acción de Tutela en contra de esa Administradora, ii) declarar la no vulneración de los derechos de la accionante; iii) ordenar la desvinculación, cierre y archivo definitivo del trámite y iv) vincular a la Junta Regional De Risaralda y Junta Nacional por activa y legitimación en la causa de la presente acción de tutela.  (Fls. 74-76)
Adjuntó copia del dictamen de la Junta de Calificación de Risaralda y oficio enviado a dicha Junta solicitando el expediente del actor (Fls. 77-80)
3.2. PROTECCIÓN PENSIONES Y CESANTÍAS 
Informó que el señor García Arboleda presenta afiliación a la Administradora de Fondos de Pensiones Obligatorias ING hoy Protección S.A., desde el 10 de septiembre de 2005, como vinculación inicial al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad.

Indicó que esa entidad desconoce en su totalidad los hechos narrados por el accionante, ya que revisados sus registros no encontró solicitud formal de prestación económica por parte del señor García Arboleda, en donde requiera valoración médico laboral, pago de incapacidades, ni mucho menos reconocimiento de la pensión de invalidez.

Se refirió a la obligación de presentar solicitud formal, según el artículo 73 del Decreto 510 de 2003 que determina desde cuando se entiende radicado el trámite pensional en las Administradoras de Fondos de Pensiones para informar que respecto del pago de incapacidades, la EPS del accionante no remitió la información pertinente.

Indicó que para la reclamación económica ante esta Administradora, es indispensable que el actor aporte la historia clínica, el resultado de exámenes, el concepto médico de rehabilitación e historial de las incapacidades con el fin de que su caso sea evaluado y se determine la conducta a seguir, esto es: i) si existe concepto favorable de rehabilitación, evento en el cual se autoriza el pago de incapacidades por parte de esta AFP y ii) si el afiliado no cuenta con pronóstico favorable de rehabilitación, no se reconocen incapacidades médicas sino que se califica su estado de invalidez para determinar si cuenta o no con una pérdida de capacidad laboral superior al 50% y de esta manera establecer si tiene derecho o no a la pensión de invalidez.

Por lo anterior, el accionante debe acerarse a las oficinas de atención al público y radicar el Formato de Solicitud de Prestación Económica y aportar todos los documentos solicitados (de lo contrario se entenderá por no solicitada la prestación) por el riesgo correspondiente, que en este caso sería invalidez, y posterior a la radicación de dicho formato por invalidez se pasa a la evaluación por un Médico de la Comisión Laboral contratada por Protección S.A. que indicará si tiene derecho o no al pago de incapacidades o si por el contrario, se procede a determinar la pérdida de la capacidad laboral. El anterior, procedimiento tiene como finalidad obtener una información completa y confiable sobre la evolución y situación actual de los afiliados.

Precisó que las AFP sólo son responsables de las prestaciones económicas que se deriven de las contingencias causadas por la invalidez (siempre y cuando exista pronóstico favorable de recuperación), vejez y muerte de origen común, tal como se desprende de lo previsto en los artículos 10 y 13 de la Ley 100 de 1993; sin embargo, para dar inicio al análisis sobre la procedencia de las prestaciones económicas solicitadas por el accionante es necesario que el mismo sea remitido por la EPS, luego de una incapacidad médica de origen común superior a 180 días continuos, tal y como lo contempla el artículo 142 del Decreto 019 de 2012.  Además, a la fecha, existe una controversia en cuanto al origen de la enfermedad que padece el señor Jaime García Arboleda, estando en estos momentos, pendientes que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez dirima el conflicto en tomo al origen de la enfermedad del citado señor.

Por lo anterior, insistió que esa entidad está sometida al imperio de la ley y sólo puede reconocer las prestaciones económicas que cumplan con los presupuestos previamente establecidos por el legislador, los cuales en el caso del tutelante no se han acreditado en razón a que ni siquiera se ha iniciado el trámite de calificación y no ha sido remitida por la EPS para tal fin. Por lo tanto, resulta importante vincular al presente trámite de tutela a la EPS, en la cual se encuentra afiliado el señor Jaime García Arboleda, en tanto le asiste responsabilidad en la presente tutela.

Se refirió a que en caso de que el concepto de rehabilitación no es expedido oportunamente, será la EPS la encargada de cancelar las incapacidades que se causen a partir del día 181 hasta la fecha en que el concepto médico sea emitido. Si el concepto de rehabilitación no es favorable, la AFP deberá remitir el caso para calificación en primera oportunidad, y de esa manera establecer la pérdida de la capacidad laboral del afiliado. Si esta es superior al 50% y el trabajador cumple los demás requisitos del caso, la AFP deberá reconocer la pensión de invalidez respectiva. Si es menor del 50%, el trabajador deberá ser reintegrado a su cargo, o reubicado en uno acorde con su situación de incapacidad. Si se generan incapacidades superiores al día 540 de incapacidad corresponde a la EPS a la cual se encuentre afiliada la accionante, cancelar las mismas, (artículo 67 de la ley 1753 de 2015).  Así  mismo, se debe aplicar el artículo 5, parágrafo 3 de la Ley 1562 de 2012, el cual indica que cuando existe controversia en cuanto al origen de la enfermedad debe pagar la EPS el subsidio por incapacidad si en la primera oportunidad el origen es común o la ARL si es laboral

Así las cosas, debe desvincularse a Protección S.A. de la presente acción constitucional, porque no ha vulnerado derecho fundamental alguno al accionante, además, el actor no ha agotado todos los procedimientos establecidos para el efecto, como lo es la radicación de la respectiva solicitud de pago de incapacidades, lo que denota que acude a la tutela no para proteger un derecho fundamental sino para que sus pretensiones se reconozcan mucho más rápido.

No obstante lo anterior, en el evento de llegar a condenar a esta Administradora a pagar alguna prestación económica por invalidez o incapacidades a favor del accionante, se le solicita al Despacho conceder la tutela con efectos transitorios por el término de 4 meses, mientras que el tutelante presenta demanda ordinaria laboral, para que se resuelva definitivamente si tiene derecho o no al pago de la prestación económica a que haya lugar, de acuerdo a lo regulado en el artículo 8o del Decreto 2591 de 1991.  (Fls. 85-88)

3.3. JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE RISARALDA

Manifestó que esa junta no realizará pronunciamiento alguno respecto a la tutela, toda vez que de los hechos y de  las pretensiones de la misma no se desprende que le asista interés a la Corporación en el referido asunto, teniendo en cuenta que ese organismo no reconoce prestaciones económicas de ninguna índole que resulta ser la base estructural de la tutela presentada.  (Folio 124)
3.4. S.O.S. SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD

Informó que el señor Jaime García Arboleda se encuentra afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud a través de esta entidad en calidad de Cotizante Activo.

Se solicitó apoyo a la Unidad de Medicina del Trabajo para contestar y aclarar los hechos motivo de la presente acción y se obtuvo que el usuario solicitó el pago de incapacidades mayores a 180 días a la A.F. P. Protección y las que se sigan causando a la A.R.L. Positiva.  El caso fue calificado en primera oportunidad por la EPS SOS en la cual se determinó el origen de la enfermedad profesional y el 10/02/2014 la ARL Positiva manifestó  su desacuerdo por lo que se remitió a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, la cual determinó que su origen era enfermedad común, decisión contra la cual el señor García Arboleda interpuso el recurso de apelación y en tal sentido, fuera remitido ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y el 08/09/2014 la Junta Nacional emitió un comunicado a la Junta Regional de Invalidez de Risaralda devolviendo el expediente por información incompleta.  Así las cosas, se encuentran a la espera de que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez determine el origen de la enfermedad y establezca un dictamen en firme.
Señaló que el usuario debe seguir con sus prestaciones asistenciales y económicas derivadas de un accidente de trabajo, según lo dispuesto la ley 776 de 2002.

Se refirió a la normativa que hace relación al pago de incapacidades mayores a 180 días para concluir que cuando se trata de accidente o enfermedad común en los cuales exista un concepto favorable de rehabilitación, la administradora de fondos de pensiones con la autorización de la aseguradora, podrá postergar el trámite de calificación ante las juntas de calificación de invalidez hasta por un término de 360 días adicionales a los 180 días de incapacidad temporal otorgada por la EPS, siempre y cuando se otorgue un subsidio equivalente a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador, según el artículo 23 del Decreto 2463 de 2001.
Indicó que cada subsistema de prestar la atención asistencial y económica a su afiliado, por lo que a la EPS les corresponde atender eventos de origen común, a las distintas ARP cuando se trata de accidentes o eventos de origen profesional como este y  las AFP manejan pensiones y/o incapacidades prolongadas por enfermedad general que sobrepasen los 180 días.  

Por lo anterior, solicitó que se desvinculara a la EPS SOS del presente trámite y se condene al fondo de pensiones al que se encuentra afilado el accionante para que le cancele las incapacidades superiores a 180 días y condenar a la ARL  a pagar las incapacidades solicitadas por el accionante por tratarse de enfermedad laboral (folios 126-136).
3.5. JUNTA NACIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ 
Informó que el caso del señor Jaime García Arboleda fue devuelto a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda por no hacer la debida notificación a todas las partes interesadas sobre el dictamen emitido por la Junta Regional,  de acuerdo al artículo 41 del Decreto 1352 de 2013.

Aclaró que a la fecha no se encuentra un nuevo expediente del señor García Arboleda para calificar.  

Solicitó que se desvinculara a esa Junta por cuanto dentro de las pretensiones expuestas por el accionante no se nombra a esa entidad, quedando demostrado que no existe vulneración de derecho fundamental alguno al mismo (folio 137).

Adjuntó copia del oficio del 8 de septiembre de 2014 dirigido a la Junta Regional de Calificación de  Invalidez de Risaralda donde devuelven el expediente del accionante, lo cual fue puesto en conocimiento al señor García Arboleda y a Positiva Compañía de Seguros.  (Fls. 138-140)

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 18 de febrero de 2016, el Juzgado 6º  Penal del Circuito de Pereira resolvió no tutelar los derechos invocados por el apoderado del señor Jaime García Arboleda por cuanto consideró que hasta tanto no se resuelva el recurso de apelación ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en contra de la calificación de origen de la enfermedad del accionante, que permita determinar cuál es la entidad que debe asumir el pago de las incapacidades médicas, la acción de tutela se torna improcedente por cuanto impide al juez establecer si en este caso el amparo resulta idóneo para obtener el pago de las acreencias laborales.
Sin embargo, en el numeral 2º del fallo ordenó a la Junta Regional de Calificación  de Invalidez de Risaralda que si aún no lo han hecho, procedieran a remitir de maniera inmediata el expediente a la Junta Nacional de Calificación  de Invalidez para que se surta el recurso de apelación (Fls. 159-164)
El 18 de febrero de 2016 el doctor César Augusto Agudelo Salazar fue notificado del anterior fallo (folio 170).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 23 de febrero de 2016, el apoderado judicial del actor presentó escrito mediante el cual reiteró que la acción de tutela es procedente por cuanto su mandante  presenta un delicado cuadro patológico, sumado a la precaria situación económica y familiar, derivado de la falta de sustento, en razón a que la entidad accionada sin argumento válido se ha negado a cancelar las incapacidades (folio 171 y 172).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación  si la decisión adoptada por el Juez 6º Penal del Circuito de Conocimiento de Pereira, mediante la cual se abstuvo de conceder el amparo de los derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social y la vida digna invocados  por el apoderado del señor Jaime García Arboleda, fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario hay lugar a revocar la sentencia, bajo los argumentos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.3.1. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.5.1. En la Sentencia T-142 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.5.2. Ahora bien, frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente:
“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 

Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 

El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:  1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”
 

En tal sentido, cabe resaltar pronunciarse respecto a la procedencia excepcional de la acción de tutela para el pago de acreencias laborales, para lo cual se trae a colación la sentencia T-1219 de 2004, dentro de la cual el máximo órgano constitucional expresó:

“La jurisprudencia de esta Corte ha sido reiterativa en el sentido de negar la procedencia de la acción de tutela para reclamar acreencias de carácter laboral, pues le corresponde a la jurisdicción ordinaria, mediante el ejercicio de la acción ordinaria laboral correspondiente, dirimir las controversias relativas a la reclamación de acreencias de orden laboral, tal como se encuentra contemplado en el Código Procesal del Trabajo. No obstante, cuando el no pago de las acreencias laborales vulnera o amenaza los derechos fundamentales como la vida digna, el mínimo vital, la seguridad social, y/o la subsistencia; la tutela procede de manera excepcional, para la reclamación de aquellas prestaciones que constituyan la única fuente de sustento o recursos económicos que permiten sufragar las necesidades básicas, personales y familiares de la persona afectada, toda vez que se está en presencia de un perjuicio irremediable solamente susceptible de ser remediado con una protección inmediata y eficaz, como sucede con el amparo constitucional que se otorga por vía de la acción de tutela.

El no pago de una incapacidad médica constituye, en principio, el desconocimiento de un derecho de índole laboral, pero puede generar, además, la violación de derechos fundamentales cuando ese ingreso es la única fuente de subsistencia para una persona y su familia. No sólo se atenta contra el derecho al trabajo en cuanto se hacen indignas las condiciones del mismo sino que también se puede afectar directamente la salud y en casos extremos poner en peligro la vida, si la persona se siente obligada a interrumpir su licencia por enfermedad y a reiniciar sus labores para suministrar el necesario sustento a los suyos.

El pago de incapacidades laborales sustituye al salario durante el tiempo en que el trabajador permanece retirado de sus labores por enfermedad debidamente certificada, según las disposiciones legales, entonces, no solamente se constituye en una forma de remuneración del trabajo sino en garantía para la salud del trabajador, quien podrá recuperarse satisfactoriamente, como lo exige su dignidad humana, sin tener que preocuparse por reincorporarse de manera anticipada a sus actividades habituales con el objeto de ganar, por días laborados, su sustento y el de su familia”. (Subrayas nuestras)
Significa lo anterior, que el pago de las  incapacidades constituyen una prestación que pretende amparar las contingencias surgidas con ocasión de perturbaciones en la salud de los trabajadores dependientes o independientes, circunstancia que resulta coherente con los objetivos que persigue la protección de este derecho y por ende satisfacer sus necesidades básicas.

6.3.2. El artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo, prevé que el trabajador tiene derecho a que el empleador le pague, hasta por 180 días, un auxilio monetario por enfermedad no profesional. De acuerdo con lo anterior, cuando un trabajador padece una enfermedad de origen común y se le empiezan a expedir incapacidades, los primeros 3 días corren por cuenta del empleador; los días comprendidos entre el día 4 y el día 180, le corresponde pagarlos a la EPS. 
6.4. DEL CASO EN CONCRETO

6.4.1.  El abogado del señor Jaime García Arboleda promovió acción de tutela en contra de la AFP Protección S.A y la ARL Positiva Compañía de Seguros en razón a que su mandante lleva incapacitado 798 días, de los cuales 602 han sido de origen común y 196 de origen de accidente de trabajo, sin que a la fecha de presentación de la demanda de amparo, se hubieran cancelado dichas incapacidades, pese a haberse enviado sendas peticiones a ambas entidades mediante escritos, visibles a folios 64 al 67.  Sin embargo, dichas administradoras fueron contestes en afirmar que al existir controversia en el origen de la enfermedad del accionante, no podrían asumir el pago de las incapacidades que reclama el mismo, máxime que el señor García Arboleda no ha radicado petición con relación a la cancelación de tales acreencias.

6.4.2.  No desconoce este Tribunal que en el presente caso está pendiente que la Junta Nacional de Calificación dirima la impugnación presentada por  el señor García Arboleda en contra del dictamen del 9 de enero de 2014 emitido por  la Junta Regional de Calificación de Risaralda que conceptuó el origen de la enfermedad como común, pero lo que no puede admitir es que AFP Protección S.A. y la ARL Positiva Compañía de Seguros no hayan dado respuesta al accionante a sus peticiones enviadas por su apoderado judicial el 23 de septiembre de 2015 por medio de la empresa 472 (folios 68 y 69), respectivamente, y que fueron recibidas por cada una de esa entidades el 24 de septiembre de 2015 por parte de Protección S.A. (folio 3, cuaderno de segunda instancia) y el 25 de septiembre de 2015 por Positiva Compañía de Seguros S.A. (folio 4, ídem).

 
6.4.3. Insistió el impugnante que el señor García Arboleda es una persona que se encuentra en debilidad manifiesta y la ausencia en el pago de las incapacidades le impiden satisfacer sus necesidades básicas, lo que vulnera su mínimo vital. En tal sentido, considera esta instancia que de acuerdo a las copias de las incapacidades médicas expedidas al señor García Arboleda unas por enfermedad de origen común y otras de índole laboral (folios 11 al 57), la acción de tutela se torna procedente con el fin que se adopten medidas que le brinden un tratamiento preferente a las personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional:
“El artículo 13 de la Constitución Política establece el principio y derecho a la igualdad en el orden jurídico colombiano, mediante una formulación compleja, que representa diversas facetas o dimensiones, destinadas a garantizar una igualdad de derechos, consideración y respeto entre todos los ciudadanos. De una parte, en su inciso primero se consagran la igualdad ante la ley y la prohibición de discriminación, componentes esenciales de la dimensión formal de la igualdad.

 

Acto seguido, en los incisos segundo y tercero, se ordena la adopción de un tratamiento diferencial, de carácter favorable, frente a personas en condición de debilidad manifiesta o vulnerabilidad, por medio de acciones positivas destinadas a superar las desventajas de hecho que se presentan en la sociedad para alcanzar así una igualdad material, medidas asociadas a la dimensión material de la igualdad.

 

7. La Constitución Política contiene además cláusulas concretas de protección destinadas a grupos humanos vulnerables, atribuyéndoles de esa manera la condición de sujetos de protección constitucional reforzada; entre esos grupos, se encuentran las personas con discapacidad, de acuerdo con los artículos 47 y 54 de la Constitución Política, que ordenan a las autoridades estatales la adopción de medidas adecuadas de protección, y a la sociedad en su conjunto dirigir esfuerzos concretos para su integración social.

 

8. Esas normas deben ser interpretadas y aplicadas con plena observancia del principio de solidaridad social, cuya fuente normativa se encuentra en los artículos 1º y 95 de la Constitución Política.

 

La jurisprudencia constitucional ha explicado que el principio de solidaridad, por regla general, debe ser objeto de desarrollo legislativo para que de éste se deriven deberes concretos en cabeza de las autoridades. Sin embargo, también ha señalado que este principio puede generar obligaciones impuestas directamente por la Constitución frente a grupos vulnerables, precisamente por su relación con el principio de igualdad materia.”
 

6.4.4.  Por lo anterior, la Sala concluye que por el hecho de que el señor García Arboleda presente un cuadro patológico que le impide laborar y que por tal razón se encuentre incapacitado, son circunstancias que lo ponen en desventaja ante la  AFP Protección S.A y la ARL Positiva Compañía de Seguros S.A., entidades que sin justificación alguna se han abstraído de su obligación de dar contestación a los derechos de petición radicados en sus dependencias desde el mes de septiembre de 2015 tendientes a que se cancelen las incapacidades médicas, vulnerándose de esta manera el derecho fundamental de petición del accionante.
6.4.5. De conformidad con la norma y la doctrina constitucional que hacen relación al derecho fundamental del derecho de petición, se reitera que dicha prerrogativa demanda una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, debe ser escrita y en todo caso cumplirá
 con estos requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición.”.  Por ende, se vulnera este derecho cuando (i) la entidad deja de emitir una respuesta en un lapso que, en los términos de la Constitución, se ajuste a “pronta resolución”, (ii) la supuesta respuesta se limita a evadir la petición, o carece de claridad, precisión y congruencia, (iii) o no se comunique la respuesta al interesado.  Es decir que el derecho de petición consagra que la respuesta de la autoridad debe incluir un análisis profundo y detallado de los supuestos fácticos y normativos que rigen el tema, así, se requiere “una contestación plena que asegure que el derecho de petición se ha respetado y que el particular ha obtenido la correspondiente respuesta, sin importar que la misma sea favorable o no a sus intereses” 
.   

6.4.6. Aun cuando en la actualidad no se encuentra en firme el dictamen del origen de la enfermedad sufrida por el señor García Arboleda, esto no es óbice para que las entidades demandadas estudien las solicitudes del pago de las incapacidades que reclama el accionante; por lo tanto, esta Colegiatura revocará el numeral primero del fallo estudiado y en su lugar,  tutelará el derecho fundamental de petición al señor Jaime García Arboleda y en tal virtud, ordenará al Presidente (o a quien haga sus veces) de la AFP Protección Pensiones y Cesantías  S.A. que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, responda de fondo, de manera clara y congruente la petición radicada por el apoderado del señor Jaime García Arboleda y que fue recibida por esa entidad el 24 de septiembre de 2015 (folio 3 del cuaderno de segunda instancia). Igualmente, ser ordenará al Presidente (o a quien haga sus veces) de la ARL Positiva Compañía de Seguros S.A. que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, responda de fondo, de manera clara y congruente la petición radicada por el apoderado del señor Jaime García Arboleda y que fue recibida por esa entidad el 25 de septiembre de 2015 (folio 4 del cuaderno de segunda instancia).  

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el numeral primero del fallo emitido  el 18 de febrero de 2016 por el Juez 6º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela instaurada por el apoderado judicial del señor Jaime García Arboleda. En su lugar, se TUTELA el derecho fundamental de petición al señor Jaime García Arboleda.

SEGUNDO: ORDENAR al Presidente (o a quien haga sus veces) de la AFP Protección Pensiones y Cesantías  S.A. que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, responda de fondo, de manera clara y congruente la petición radicada por el apoderado del señor Jaime García Arboleda y que fue recibida por esa entidad el 24 de septiembre de 2015 (folio 3 del cuaderno de segunda instancia).
TERCERO: ORDENAR al Presidente (o a quien haga sus veces) de la ARL Positiva Compañía de Seguros S.A. que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente sentencia, responda de fondo, de manera clara y congruente la petición radicada por el apoderado del señor Jaime García Arboleda y que fue recibida por esa entidad el 25 de septiembre de 2015 (folio 4 del cuaderno de segunda instancia).
CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� M.P. Dr. Alejandro Martínez Caballero 





� Ver sentencia T-988 de 2012


� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� T- 249 de 2001 “…pues no puede tenerse como real contestación la que sólo es conocida por la persona o entidad de quien se solicita la información”. T-912 de 2003 en la que se dice:” según lo tiene establecido la Corte, una respuesta dirigida al juez de tutela no constituye una respuesta clara y oportuna notificada al interesado”.





Página 1 de 1

